La protección constitucional del vello (Reflexiones sobre el tratamiento normativo de las intervenciones corporales) by Moral, A. (Antonio) del
LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL 
DEL VELLO 
(Reflexiones sobre el tratamiento normativo 
de las intervenciones corporales)* 
Antonio del Moral 
Resumen: Las modificaciones del proceso penal español en los últimos veinti-
cinco años son mucho más profundas de lo que alguien que se limitase a com-
probar las reformas legales pudiera intuir. Pese a mantenerse el esqueleto bási-
co de la Ley de 1882, se han producido radicales cambios no sólo normativos, 
sino sobre todo de formas de actuar, hábitos judiciales e interpretación. En esas 
modificaciones el Tribunal Constitucional ha desempeñado un papel impulsor 
protagonista. En el texto se analiza un ejemplo de esa realidad: el régimen de 
las intervenciones corporales en el que incidió, entre otras, la Sentencia 207/1996 
del citado Tribunal que es objeto de comentario. 
Abstraet: The modifications of the spanish criminal process in the last 25 ye-
ars are much deeper than one might think by just looking at the legal reforms. 
Although the basic skeletum of the law of 1882 still holds, there have been ra-
dical changes not only in the normative but mainly changes in the ways of ac-
ting, and in the judicial habits and interpretation. Our 'Tribunal Constitucional" 
has had in such modifications an important role by promoting and boosting 
them. Here we analyze just one instance of such reality: the legal regime of in-
* Gran parte de las ideas que se vierten en este trabajo, debidamente actua-
lizadas, fueron adelantadas en la ponencia Intervenciones corporales: reflexio-
nes ante la inminente enésima reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
destinada al curso "Constitución y garantías penales", celebrado en el marco 
del plan de formación continuada para Jueces y Magistrados del Consejo Ge-
neral del Poder Judicial correspondiente al año 2003. La ponencia sería luego 
publicada en la colección Cuadernos de Derecho Judicial, n° XV-2003 (pp. 60 
Y ss). 
Persona y Derecho, 54* (2006) 385-425 
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timate or invasive body search, in which the sentence 207/1996, among others, 
had a remarkable incidence, and which is the object of our comment. 
1. PRELIMINARES 
Ante la panorámica de estos veinticinco años de jurispruden-
cia constitucional, buscando una aproximación certera a 10 que ha 
supuesto esa doctrina en los distintos ámbitos de nuestro ordena-
miento jurídico, repasé mentalmente algunas de las sentencias 
más significativas -y no son pocas- recaídas en relación al proce-
so penal. Es ese el ámbito en el que por mi dedicación profesio-
nal puedo sentirme más cómodo. Muchos pronunciamientos muy 
relevantes desfilaron por mi cabeza. Se puede decir que en estos 
dos decenios y medio, pese a no haberse producido reformas le-
gislativas en 10 que es más sustancial del proceso penal, se ha 
operado una auténtica revolución que ha venido de la mano del 
Tribunal Constitucional. El desarrollo de cualquier proceso penal 
en estos albores del siglo XXI tiene, de hecho, muy poco que ver 
con el aplicado en los años sesenta o setenta, pese a que no se ha 
llevado a cabo una reforma global de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal que, en sus pilares básicos, sigue intacta. En esa sustan-
cialmente distinta forma de aplicar las mismas normas ha des-
empeñado un protagonismo insustituible la jurisprudencia cons-
titucional a través de la cual se ha producido una "relectura" del 
proceso penal en clave constitucional que ha sido muy fecunda: 
hábitos, fórmulas, estilos, interpretaciones, prácticas, han ido 
mutándose para adaptarse a los principios que la Constitución 
establecía o que podían, en una exégesis más o menos creativa, 
deducirse de ella. Y las reformas legislativas, que tampoco han 
faltado, se han producido muchas veces a impulsos de la juris-
prudencia constitucional, dando formato normativo a 10 que era 
doctrina ya aplicable por virtud del arto 5 de la Ley Orgánica del 
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Poder Judicial y la interpretación de la Ley efectuada por el Tri-
bunal Constitucional. 
El abanico de elección estaba por eso muy abierto. Las conse-
cuencias del principio de presunción de inocencia con sus progre-
sivas derivaciones concretas; la necesidad de motivación de las 
sentencias penales; las exigencias del principio acusatorio ancla-
do en el derecho a conocer la acusación proclamado por el arto 24 
de la Constitución; los requisitos constitucionales de las interven-
ciones telefónicas; toda la teoría alrededor de la inutilizabilidad 
de la prueba ilícita y sus matizaciones; limitaciones y fines de la 
prisión preventiva ... son algunos de los múltiples campos en que 
una sentencia del Tribunal Constitucional o -normalmente- una 
secuencia de ellas, ha innovado y, a veces revolucionado alguna 
parcela del proceso penal, dando lugar, en algún caso, a reformas 
legales. 
Al final me decanté por una sentencia que por abordar un tema 
muy puntual -y un tanto pintoresco por el contexto factual que la 
enmarca y, en consecuencia, con riesgo de ser considerado anec-
dótico-, podría parecer más secundario pero que participa de esas 
notas comunes que han caracterizado a la mayoría de la jurispru-
dencia constitucional en materia penal: enfrentamiento a un texto 
decimonónico -la Ley de Enjuiciamiento Criminal- con afán de 
adaptarlo a la cultura actual de protección de los derechos funda-
mentales en el proceso penal; interpretación recreadora con un 
fundamento ex Constitutione que suele ir mucho más allá de lo 
que en rigor se deduciría estrictamente del texto de la Ley e inclu-
so de la literalidad de la Constitución; consiguiente conmoción en 
la praxis judicial que ve descalificada una forma habitual de ope-
rar; vocación de implantación de unos criterios generales que, sin 
embargo, luego se revelan como no trasplantables de un modo 
mimético a otros supuestos si no es a costa de disfunciones a 
veces graves; y, finalmente y como consecuencia de todo ello, 
constituirse en un aldabonazo para el legislador que, a raíz de la 
doctrina constitucional y sus consecuencias, se siente por fin 
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compelido a afrontar una nueva reforma de la Ley Procesal Penal 
en ese aspecto. 
En efecto la Sentencia 207/1996, de 16 de diciembre, es por-
tadora, como se verá, de esas notas que son predicables de mu-
chos de esos asuntos antes enunciados. Hacer un elenco de ellos 
permite comprobar en qué medida se ha transformado nuestro 
proceso penal: los cambios -generados por la jurisprudencia 
constitucional- normalmente han precedido a las reformas legis-
lativas y han ido mucho más lejos que esas mismas reformas. 
Pese a tener un conjunto normativo idéntico en lo sustancial, te-
nemos una práctica procesal penal muy diferente y edificada so-
bre unos principios o distintos o interpretados de manera signifi-
cativamente novedosa. Esta sentencia por ello se presenta como 
un buen botón de muestra que, además de ejemplificar esa repe-
tida situación que ha producido la jurisprudencia constitucional 
en el proceso penal, nos permitirá decir algo -sin pretensiones ni 
de profundidad ni de exhaustividad, incompatibles con las di-
mensiones de este trabajo- sobre la rica temática de las interven-
ciones corporales en el proceso penal l . 
1. La copiosa y solvente bibliografía sobre intervenciones corporales que 
ha proliferado en los últimos años pone de manifiesto la complejidad del tema. 
Sin desmerecer de otros trabajos y de muchos artículos y ponencias me parece 
de justicia destacar la espléndida obra de ETXEBERRÍA GURIDI, Las intervencio-
nes corporales: su práctica y valoración como prueba en el proceso penal 
(Inspecciones, registros y extracción de muestras corporales), Madrid, Tri-
vium, 1999. No es fácil imaginar un problema relacionado con este tema que 
no encuentre en ese libro cumplida respuesta, que podrá compartirse o no, pero 
siempre está respaldada por razones de peso. La exposición de las distintas so-
luciones adoptadas en el derecho comparado otorga a la monografía un valor 
añadido. 
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2. LA SITUACIÓN ANTERIOR A LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 207/1996 
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En la Sentencia objeto de comentario se aborda un problema 
específico con una incidencia creciente en el proceso penal a la 
vista de los, más que acelerados vertiginosos, avances científicos 
que en todo lo relativo a genética se han producido en los últimos 
años: la posibilidad de obtener muestras biológicas del imputado 
como material para un análisis de ADN. 
En una primera fase, aunque el tema no se suscitó de una ma-
nera directa, no se intuían objeciones constitucionales. La sen-
tencia del Tribunal Constitucional 37/89, de 15 de febrero esti-
mó suficiente la previsión legal contenida en los arts. 399 y 478 
de la centenaria Ley de Enjuiciamiento Criminal para que pu-
diese acordarse en un proceso penal mediante resolución judi-
cial motivada una exploración ginecológica. Tampoco advirtió 
el Tribunal Constitucional inconveniente alguno para considerar 
que el arto 23 de la Ley Orgánica General Penitenciaria habilita-
ba para observaciones de tipo radiológico en internos (sentencia 
35/96). 
El claro punto de inflexión se produjo con la sentencia 
207/1996 que sirve de eje para estos comentarios. Con afán no di-
simulado de asentar una doctrina generalizable sobre las inter-
venciones corporales y tras un progresivo acercamiento al tema 
concreto a partir de premisas más generales, la sentencia acaba 
por concluir que el mandato judicial, adoptado en el seno de un 
proceso penal, en virtud del cual debía procederse al rasurado de 
los cabellos de la axila de uno de los procesados para analizar si 
era consumidor o no de drogas, carecía de cobertura legal. Ni el 
arto 339 ni el 311 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal propor-
cionaban base para ese tipo de medida que, por incidir en la "in-
tegridad corporal" del afectado, exigiría una previsión legal con-
creta, amén del resto de presupuestos necesarios en este tipo de 
medidas (proporcionalidad, jurisdiccionalidad). 
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La sentencia ofrece muchos aspectos dignos de crítica. Pero 
más criticable fue la modorra del legislador para salir al paso de 
esa laguna. Algún autor, no sin sorna, habló de la protección ca-
pilar que proporcionaba la Constitu<:ión. Otro solvente comenta-
rista, con frase plástica, escribió: "El tiempo no perdona" , ponien-
do así de manifiesto la necesidad de actualizar nuestra avejentada 
Ley Procesal Penal. 
En el proceso que dio lugar a esa sentencia no se buscaba a 
través de la extracción de cabello un examen de ADN, sino de-
tectar la ingestión de droga. Esa constatación solo proporciona-
ría un indicio, pero en ningún caso sería un dato concluyente 
para resolver el proceso. No era una prueba decisiva: comprobar 
si el agente de la autoridad que estaba imputado por delitos de 
cohecho y prevaricación por su presunta connivencia con redes 
dedicadas al tráfico de estupefacientes consumía algún tipo de 
droga. El análisis solo aportaría un dato lejanamente ligado con 
la actividad investigada: la relación con ese mundo de la droga. 
Pero de ninguna manera ese aspecto podía ser determinante para 
acreditar los hechos que se le atribuían. Seguramente la decisión 
jurisprudencial fue correcta. Pero algunas de las afirmaciones de 
la sentencia, extrapoladas a otros ámbitos, despojaban de sopor-
te legal a muchas actuaciones de investigación que los juzgados 
de instrucción venían realizando y, de hecho, siguieron realizan-
do. 
3. EL RÉGIMEN DE LAS INTERVENCIONES CORPORALES SEGÚN 
LA SENTENCIA 207/1996 
Muy sintéticamente y a los únicos efectos de ofrecer el telón 
de fondo es conveniente recordar los argumentos esenciales de la 
sentencia. Como se ha indicado se trataba de analizar la constitu-
cionalidad de la decisión judicial de obtener el vello de la axila de 
uno de los imputados para precisar si era consumidor de droga. 
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En trance de identificar los derechos fundamentales afectados 
por esa medida, se subraya en la sentencia que está comprometi-
da la integridad física -como concepto diferente de la salud-o 
Existe un derecho a la incolumidad corporal, a no experimentar 
merma alguna en el propio cuerpo sin el consentimiento del afec-
tado, con independencia de que la intervención conlleve o no su-
frimiento o menoscabo para la salud. 
Por otra parte, se descarta que el corte de pelo incida en la in-
timidad corporal (que sí se vería afectada por otras medidas, 
como el examen de las cavidades genitales). Pero sí que compro-
mete la intimidad en un sentido más amplio pues a través de esa 
intervención pretendían conocerse aspectos de la vida personal y 
en concreto el consumo anterior de droga, 10 que además incidi-
ría en el honor del afectado, máxime tratándose de un miembro 
de la Guardia Civil. 
Encontrándose concernidos esos derechos fundamentales, pro-
sigue la sentencia, son exigibles una serie de requisitos para que 
la medida sea legítima desde la perspectiva constitucional. En con-
creto es necesario: 
a) Que exista un fin constitucionalmente legítimo. Una inves-
tigación penal, la averiguación de aspectos relevantes para la de-
cisión de un proceso penal, es un fin constitucionalmente legíti-
mo que puede justificar una intervención corporal. 
b) Respeto al principio de legalidad: la medida ha de tener res-
paldo en una previsión legal específica: "toda intervención corpo-
ral acordada en el curso de un proceso penal, por su afectación al 
derecho fundamental a la integridad física (yen su caso a la inti-
midad), no puede ser autorizada por la vía reglamentaria, sino 
que ha de estar prevista por la ley" . 
c) En cuanto a la jurisdiccionalidad de la medida, es decir la 
necesidad de que sea un juez quien la autorice, se viene a afirmar, 
aunque en unos párrafos repletos de matizaciones y modulacio-
nes, que ha de ser un Juez quien acuerde toda intervención corpo-
ral, aunque no puede excluirse que legalmente la ley pueda auto-
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rizar a la policía judicial a disponer por acreditadas razones de ur-
gencia y necesidad algunas intervenciones corporales de carácter 
leve. 
d) Es imprescindible la motivación. 
e) Del principio de proporcionalidad se derivarán otros cáno-
nes de actuación. Idoneidad, necesidad y proporcionalidad en 
sentido estricto es el triple test a que debe someterse en un juicio 
ex ante la medida para concluir si este requisito de la proporcio-
nalidad se satisface. La medida ha de ser apta para ese fin de ave-
riguación del delito. Debe aparecer corno un medio no sustituible 
por otro menos lesivo mediante el que se alcanzasen iguales re-
sultados -en lo objetivo y en cuanto a la calidad probatoria-o Y, 
por fin, ha de ponderarse si el fin que se quiere obtener tiene en-
tidad suficiente corno para justificar esa afectación en un derecho 
fundamental. A este respecto habrá de sopesarse tanto la gravedad 
del delito y lo que se pretende acreditar, corno el carácter más o 
menos invasivo en la esfera personal que tenga la medida. Cuan-
do la medida supone un quebranto para la salud el juicio de pro-
porcionalidad ha de ser siempre negativo. 
±) Por fin, existen otras exigencias de carácter accesorio con-
cretadas en que la medida se lleve a cabo con la intervención de 
personal sanitario y que se respete la dignidad de la persona, evi-
tándose formas humillantes o vejatorias. 
Pues bien, a la hora de contrastar con esos parámetros el su-
puesto sometido a la censura del Tribunal Constitucional, la sen-
tencia concluye que la medida era ilegítima constitucionalmente 
por no respetar el principio de legalidad. Los arts. 334.1 y 339 de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal permiten al Juez de Instruc-
ción ordenar análisis sobre todos tipo de muestras (incluso bioló-
gicas) que se hayan aprehendido en algún lugar, pero no permite 
la extracción de esas muestras biológicas directamente de una 
persona. 
Junto a esa razón básica la sentencia apunta otros motivos 
marginales que coadyuvaban para la estimación del amparo. La 
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necesidad de la medida podía ser puesta en cuestión en tanto que 
su valor probatorio en el proceso iba a ser marginal: tan solo po-
día aportar un indicio de la relación del imputado con el mundo 
de las drogas, pero no acreditaría por sí misma el delito de cohe-
cho mediante pago de cocaína que se investigaba. Además el jui-
cio de proporcionalidad en relación a los términos concretos de la 
medida tampoco resultaba positivo: se acordaba un informe en 
que se especificase si el afectado era o no consumidor tanto de 
cocaína como de heroína, cuando solo la primera sustancia tenía 
relación con los hechos. Además no se abarcaba un período deter-
minado de tiempo. 
4. LAS REPERCUSIONES LEGISLATIVAS DE LA DOCTRINA 
DEL TC: EL REFORMADO ART. 363 DE LA LEY DE 
ENJUICIAMIENTO CRIMINAL 
Como se indicaba en las líneas que sirven de pórtico a este 
comentario, detrás de muchas de las reformas legales de nuestro 
proceso penal de los dos últimos decenios puede encontrarse un 
pronunciamiento del Tribunal Constitucional. Este es un buen 
ejemplo de ese papel de impulso no sólo jurisprudencial, sino 
también legislativo que ha tenido el citado Alto Tribunal. Cuan-
do su doctrina ha podido ser desacertada, el posible desatino ha 
sido heredado por la legislación. Cuando la doctrina ha sido bue-
na, la bondad ha impregnado la reforma legal consecuente. Aun-
que en este segundo supuesto la regla tiene más excepciones. La 
secuencia se ha repetido muchas veces (recordemos como para-
digmas la introducción de los Juzgados de 10 Penal; o más re-
cientemente la modificación global del régimen de la prisión 
preventiva): una o varias sentencias del Tribunal Constitucional 
a veces insinuando, a veces proclamando, la dudosa compatibi-
lidad con la Constitución de una norma o de una práctica judicial 
han actuado como detonante para que el legislador emprenda re-
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formas legislativas. Normalmente lo hace de manera tardía: 
transcurridos algunos años desde el "aviso" jurisprudencial y a 
veces con necesidad de advertencias reiteradas (recuérdese que 
la jurisprudencia que decretó la inconstitucionalidad de la figura 
del juez instructor y a la vez enjuiciador, estaba ya anunciada 
mucho antes de la sentencia que ya sin ambages lo proclamó 
así). Hay algunas materias en que ya se ha oído más de un aviso 
sin conseguir desperezar al legislador (pensemos en la regula-
ción de las intervenciones telefónicas). 
No han sido las intervenciones corporales una excepción. La 
sentencia 207/1996 ponía de manifiesto la urgencia de una previ-
sión legal si no se quería dilapidar un medio de investigación de 
singular eficacia y utilidad. Pero no bastó con esa sentencia. Tuvo 
que mediar también algún conocido suceso con fuertes resonan-
cias mediáticas para que se afrontase de una manera decidida la 
urgencia de incorporar a la legislación procesal penal una previ-
sión en esa línea. En concreto, ha sido la Ley Orgánica 15/2003, 
de 25 de noviembre por la que se modifica el Código Penal la que 
a través de una disposición adicional ha dado nueva redacción al 
arto 363 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. La modificación 
aparece ligada de manera clara a una coyuntura muy concreta y 
por eso el horizonte del legislador peca de miopía pues se ciñe a 
la recogida de muestras del ADN y no le acompaña la fortuna en 
la forma -excesivamente vaga y sin detectar los problemas- en 
que regula la materia. Algunas de las deficiencias parecen tener 
como causa precisamente el enfoque discutible en algunos puntos 
de la sentencia que comentamos. 
Personalmente no creo que exista mucha diferencia entre el 
antes y el después de esa reforma, necesaria pero insuficiente. La 
norma se presenta más como una concesión a la galería, a una 
opinión pública movilizada por unos hechos graves que llenaron 
muchas páginas de periódicos durante las vacaciones de verano 
previas a la reforma, que como un intento serio y riguroso de col-
mar una laguna de nuestra normativa procesal que había llevado 
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a algunos a hablar con razón de una situación de "anomia"2. La 
reforma incorpora unos criterios tan vagos, genéricos y delicues-
centes que la situación de anomia ha sido superada nominal y for-
malmente. Pero en 10 material solo hasta cierto punto. El erróneo 
enfoque de algunas cuestiones en la sentencia del Tribunal Cons-
titucional que se glosa ha influido sin duda también en esas defi-
ciencias de la reforma. 
Conviene dejar ya consignado el párrafo segundo del arto 363 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal que ha introducido la refor-
ma para abordar el comentario de la sentencia del Tribunal Cons-
titucional desde la nueva situación legislativa. Dispone así: 
"Siempre que concurran acreditadas razones que 10 justifi-
quen, el Juez de Instrucción podrá acordar, en resolución motiva-
da, la obtención de muestras biológicas del sospechoso que resul-
ten indispensables para la determinación de su perfil de ADN. A 
tal fin, podrá decidir la práctica de aquellos actos de inspección, 
reconocimiento o intervención corporal que resulten adecuados a 
los principios de proporcionalidad y razonabilidad". 
La previsión se encaja en un discutible ubi sistemático: dentro del 
capítulo destinado al "Cuerpo del delito" y en el precepto que co-
mienza hablando de la necesidad de análisis químicos. De cualquier 
manera esto no deja de ser un punto menor sin relevancia alguna. 
La reforma en materia de ADN se completa con la creación de 
una Comisión Nacional sobre su uso forense: 
"El Gobierno, a propuesta conjunta de los Ministerios de Jus-
ticia e Interior, y previos los informes legalmente procedentes, re-
gulará mediante Real Decreto la estructura, composición, organi-
zación y funcionamiento de la Comisión Nacional sobre el uso 
forense del ADN, a la que corresponderá la acreditación de los la-
boratorios facultados para contrastar perfiles genéticos en la in-
2. MORENO VERDEJO Y GUILLÉN V ÁZQUEZ, "ADN y proceso jurisdiccional: 
excesos y defectos. Necesidad de superar la actual situación de anomia", en 
Práctica Penal, SEPIN, n° 1 (enero-febrero 2003), pp. 45 Y ss. 
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vestigación y persecución de delitos y la identificación de cadá-
veres, el establecimiento de criterios de coordinación entre ellos, 
la elaboración de los protocolos técnicos oficiales sobre la obten-
ción, conservación y·análisis de las muestras, la determinación de 
las condiciones de seguridad en su custodia y la fijación de todas 
aquellas medidas que garanticen la estricta confidencialidad y re-
serva de las muestras, los análisis y los datos que se obtengan de 
los mismos, de conformidad con 10 establecido en las leyes". 
Estamos ante un simple dilata explicable por la imposibilidad 
de articular en un brevísimo plazo y con el condicionante de la in-
exorabilidad de los plazos parlamentarios, una regulación comple-
ta y coherente de esa materia. Se afrontó el tema estrictamente 
procesal, y se dejó para un futuro no precisado la reglamentación 
legal de las bases de datos de ADN. 
5. INTERVENCIONES CORPORALES: CUESTIONES IMPLICADAS 
La materia de las intervenciones corporales presenta una en-
diablada complejidad poco apta para soluciones generalizadas o 
generalizables como las que pretendía la sentencia 207/1996 del 
Te y, desde luego, muy lejos de la simplicidad (¿simpleza, me-
jor?) de la reforma legal realizada. 
N os enfrentamos a una temática que puede calificarse de po-
liédrica: necesitada de mil matices y que agrupa cuestiones muy 
heterogéneas entre sí y poco idóneas para ser reducidas a moldes 
normativos nítidos y claros. Aunque sí se pueden identificar unos 
ciertos denominadores comunes. 
Dentro del amplio concepto de intervenciones corporales en-
cajan actuaciones tan diversas y con tan distinto contenido inva-
sivo como la toma de huellas dactilares, una fotografía3 , extraer 
3. Aquí puede discutirse si estamos ante una intervención corporal: depen-
de del concepto que se tenga de tal. 
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sangre, obtener saliva, cortar el cabello, examinar la cavidad va-
ginalo anal, una exploración corporal superficial, el cacheo ex-
terno, extracción de orina, un examen radiológico, y algunas otras 
medidas que podrían afectar gravemente a la salud. Es evidente 
que no puede construirse un régimen común a medidas tan vario-
pintas. 
Por otra parte los derechos fundamentales que pueden estar 
afectados son muy variados y cambian según el tipo de medida a 
la que nos enfrentemos. Nos situamos frente a una encrucijada de 
derechos fundamentales que pueden verse concernidos. 
El derecho a la intimidad corporal -que no es coextensa con el 
cuerpo y evoca a los conceptos de pudor y recato según criterios 
socialmente arraigados-; el derecho a la intimidad personal en los 
términos apuntados en la sentencia del Tribunal Constitucional 
que se comenta; el derecho a la salud en tanto y en cuanto algu-
nas de esas medidas pueden ponerla en peligro4; el derecho a la 
integridad corporal que, según se ha visto ya, y es una de las pre-
cisiones acogibles de la citada sentencia, goza de autonomía fren-
te al derecho a la salud; el derecho a no sufrir tratos inhumanos o 
degradantes por cuanto la medida en sí o la forma de llevarla a 
cabo puede comportar unos aspectos envilecedores incompatibles 
con tal derechos; el derecho a la libertad, cuando sea inevitable 
4. El ejemplo clásico es un examen radiológico que, precisamente por ello, 
para ser legítimo deberá ajustarse a las normas emitidas por la Organización 
Mundial de la Salud que disipan todo riesgo para la salud. 
5. v.gr.: obligar a vomitar o a realizar flexiones para expulsar droga del rec-
to son actuaciones que han suscitado dudas sobre este derecho (vid. sentencias 
del Tribunal Supremo de 1 de junio de 2001 -un testigo comprador de droga es 
obligado a vomitar para expulsar la dosis, en actuación que es tachada de ilícita 
por el Tribunal Supremo-; de 1 de mayo de 1996,26 de junio de 1998 o 17 de 
febrero de 1999 -desnudo y realización de flexiones para expulsar la droga es-
condida en el recto-; o la del Tribunal Constitucional 218/2002, de 25 de no-
viembre -desnudo integral para cacheo de un interno, que se declara no ajusta-
do a derecho por falta de motivos graves para llevarlo a cabo: aunque en este 
caso la perspectiva de la resolución es el derecho a la intimidad corporal-). 
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una restricción de la libertad deambulatoria, aunque sea mínima; 
el derecho a la imagen, en su caso y si se maneja un concepto más 
amplio de intervención corporal. 
En otro plano aparecen también implicados el derecho de de-
fensa y el correlativo derecho a la asistencia letrada que suscitan 
también interrogantes: ¿en qué medida es necesaria la asistencia 
letrada en este tipo de intervenciones?, ¿lo es para prestar el con-
sentimiento?, ¿es exigible la presencia letrada en el desarrollo de 
cada una de las medidas?6. 
No todos los derechos se presentan simultáneamente afecta-
dos. Depende de la medida y depende también, como ha explica-
6. Considero, sin embargo, que no está involucrado el derecho a no decla-
rarse culpable. Tal derecho no impide que el acusado sea objeto de prueba. La 
sentencia del Tribunal Constitucional 161197 ,proclama a este respecto que "las 
pruebas de detección discutidas (se está refiriendo a pruebas de alcoholemia), 
ya consistan en la expiración de aire, ya en la extracción de sangre, en el análic 
sis de orina o en un examen médico, no constituyen actuaciones encaminadas 
a obtener del sujeto el reconocimiento de determinados hechos o su interpreta-
ción o valoración de los mismos, sino simples pericias de resultado incierto 
que, con independencia de que su mecánica concreta no requiera sólo un com-
portamiento exclusivamente pasivo, no pueden catalogarse como obligaciones 
de autoincriminarse, es decir, como aportaciones o contribuciones del sujeto 
que sostengan o puedan sostener directamente ( ... ) su propia imputación penal 
o administrativa, ya que, según se dijo en la STC 76/1990 respecto de la obli-
gación de exhibir o aportar determinados documentos contables, con ello quien 
se ve sometido a esas pruebas no está haciendo una declaración de voluntad ni 
emite una declaración que exteriorice un contenido admitiendo su culpabilidad 
( ... ). De ahí que no exista el derecho a no someterse a estas pruebas y sí, por el 
contrario, la obligación de soportarlas". Puede también traerse a colación la 
sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 17 de diciembre de 
1996 (caso Sanders versus Reino Unido), que en su parágrafo 69 afirma que el 
derecho a guardar silencio no se extiende al uso, en un procedimiento penal, de 
datos que se hayan podido obtener del acusado recurriendo a poderes coerciti-
vos y cita, entre otras, las tomas de aliento, de sangre y de orina Sobre este 
punto puede consultarse el riguroso y sugerente trabajo de GOYENA HUERTA, 
"Los derechos a no declarar contra sí mismo y a no confesarse culpable", en 
Actualidad Jurídica Aranzadi, año XI, n° 476 (8 de marzo de 2001), pp. 1 Y ss. 
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do la doctrina?, de los distintos estratos en que se articula la acti-
vidad de investigación. Primeramente, el acto de obtención de 
muestras y vestigios. En una segunda fase, su análisis. Por fin, la 
forma y ámbito en que puedan utilizarse sus resultados que pue-
den ceñirse a un único procedimiento o pueden archivarse para 
futuras investigaciones. 
Por eso, como advierten Moreno Verdejo y Guillén Vázquez8, 
dado "que el desarrollo tecnológico y científico en esta materia 
ha supuesto una ampliación de las posibles muestras de las que se 
puede efectuar un análisis de ADN, algunas de ellas de bastante 
fácil obtención, y como quiera, por contra, que el análisis puede 
proporcionar un número de datos cada vez más precisos y nume-
rosos, debe concluirse que el peligro de vulneración de los dere~ 
chos fundamentales se sitúa no tanto en la obtención de las mues-
tras sino en el alcance de los datos que se obtengan por medio del 
análisis y la difusión de los mismos". 
Una gran variedad de medidas posibles. Normalmente, una 
pluralidad de derechos afectados que obligará a identificarlos en 
cada caso y que pueden operar en planos o fases diferenciadas 
(obtención de muestras, análisis, difusión). Y no solo eso: un aba-
nico de interrogantes que hay que responder en cada caso, pues 
las soluciones no pueden ser las mismas. Se abre así un compli-
cado jeroglífico inmune a soluciones o generalizaciones fáciles 
como las pretendidas primero por la sentencia comentada y, si-
guiendo su estela, por la reforma legal representada por el arto 
363 de nuestra Ley Procesal Penal. Veamos. 
a) El consentimiento ¿es suficiente para legitimar la medida? 
¿en qué casos? Hay supuestos en que ni siquiera contando con la 
anuencia del afectado podrá llevarse a cabo la medida. Piénsese 
7. J. ORTIZ ÚRCULO, "El ADN en la investigación penal. Breve repaso a la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo, Tribunal Constitucional y Tribunal Euro-
peo de Derechos Humanos", Revista del Ministerio Fiscal, n° 6, p . 305. 
8. Ob. cit., p. 49. 
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en el discutible tema del uso del Penthotal o suero de la verdad 
(sentencias del Tribunal Supremo de 22 de mayo de 1982 o 26 de 
noviembre de 1991); o en medidas que pueden suponer una afec-
tación grave de la salud; o, por acudir a un ejemplo más pintores-
co, en la denominada prueba falométrica (sentencia de 15 de sep-
tiembre de 1989). Métodos hipnóticos han sido utilizados en un 
proceso en Madrid para tomar declaración a una testigo en un 
proceso por abusos sexuales. Y, en los casos en que sea suficien-
te ese consentimiento, ¿es necesaria la asistencia letrada para 
otorgarlo?9, ¿qué eficacia dar al consentimiento obtenido median-
te engaño o a través de alguna argucia?; ¿puede considerarse libre 
el consentimiento en determinados ambientes o ante ciertas cir-
cunstancias objetivamente inti~idativas -requerimiento poli-
cial-? Ninguno de estos temas fue abordado por la sentencia co-
mentada -ni era necesario en principio, aunque al situarse tal 
sentencia en una perspectiva de abstracción y elevación del caso 
concreto para sentar los cimientos de una teoría general, podían 
aparecer más naturales esos excurso s que no faltan en la senten-
cia-. Ni tampoco han sido solucionados por la reforma legal, lo 
que ya es menos disculpable. 
b) La proporcionalidad como requisito necesario en todas las 
medidas ya ha quedado diseccionada en cada uno de sus compo-
nentes en términos generales tal y como es expuesta por la citada 
sentencia 207/1996 del Tribunal Constitucional. Tanto en su as-
pecto inmanente (necesidad, idoneidad, proporcionalidad), como 
en su vertiente externa (motivación). Ahora bien no puede ser 
aplicable a todas las medidas de igual forma. Es obvio que un ca-
9. Recuérdese la polémica ya zanjada sobre la necesidad de asistencia le-
trada para prestar consentimiento para someterse a un examen radiológico en 
un aeropuerto: sentencias de 10 de junio y 9 de octubre de 1998, el acuerdo del 
Pleno no Jurisdiccional del Tribunal Supremo de 5 de febrero de 1999 y las 
posteriores sentencias de 3 de febrero de 2000, 26 de enero de 2001, o 5 de no-
viembre de 2001, entre muchas otras, que distinguen según se encuentre ya de-
tenido o no el afectado. 
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cheo superficial no exige una motivación exteriorizada, aunque sí 
el cumplimiento de los requisitos inmanentes. No es lo mismo a 
estos efectos acordar la toma de huellas dactilares que una extrac-
ción sanguínea. Por tanto tampoco pueden generalizarse precipi-
tadamente esas exigencias. La casuística está llamada a enseñore-
arse de toda la temática sobre la proporcionalidad. La sentencia 
distingue al comienzo de su argumentación entre inspecciones 
corporales e intervenciones corporales. Estas últimas las clasifica 
en graves y leves. Pero esa sistematización luego no sirve para 
extraer ninguna consecuencia concreta y a lo más sería un punto 
de referencia para graduar la proporcionalidad. Por idénticas ra-
zones se podría hacer un triple grupo (graves, menos graves y le-
ves) (iO cuatro!: graves, menos graves, leves y levísimas). 
c) La necesidad de que la medida no incida negativamente en 
la salud del afectado la vincula el Tribunal Constitucional en la 
sentencia 207/1996 al principio de proporcionalidad, de manera 
-se aduce- que la afectación de la salud comportará necesaria-
mente ausencia de la debida proporcionalidad. A mi juicio no es 
correcto entender que la inadmisibilidad de efectos negativos en 
la salud es tan solo una exigencia adicional del principio de pro-
porcionalidad de carácter accesorio que ha de tenerse en cuenta 
en la labor de ponderación. Se trata de un aspecto del juicio de 
proporcionalidad que puede resolverse con un criterio generaliza-
ble: nunca una investigación penal puede justificar una medida 
que repercuta por sí misma en la salud de una persona. Aunque, 
esto es obvio, el padecimiento psíquico que puede derivarse del 
seguimiento del proceso y de la imposición o cumplimiento de la 
pena es un tema completamente diferente. Ahí estamos ya ante la 
pena como mal previsto legalmente por lo que el marco de discu-
sión es distinto, es el principio de humanidad de las penas. 
d) ¿Es necesario que toda medida que afecte o pueda afectar a 
un derecho fundamental sea siempre acordada por un Juez? La 
respuesta es rotundamente negativa, por más que en demasiadas 
ocasiones se puedan leer poco meditadas aseveraciones en ese 
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sentido. Hay casos en que puede hacerlo la Policía Judicial de 
propia autoridad. En muchos supuestos -no todos- si concurre un 
consentimiento libre (por ejemplo, una exploración radiológica). 
En otros, incluso coactivamente (cacheos externos lO). No puede 
afirmarse precipitadamente el monopolio jurisdiccional como re-
quisito indispensable de toda intervención corporal. Ni siquiera 
creo que basta con proclamar que ese es el principio general, sal-
vo que la ley autorice a la policía expresamente. Actuaciones 
como la obligación a expulsar unas bolsas de la boca (sentencia 
del Tribunal Supremo de 25 de enero de 1993) o la toma de hue-
llas dactilares (sentencia del Tribunal Supremo de 12 de abril de 
1992)11 pueden resultar admisibles sin necesidad de una interven-
ción judicial ni de una ley específica habilitan te. En ésta y otras 
sentencias del Tribunal Constitucional a veces se vierten afirma-
ciones un tanto osadas en relación al papel imprescindible e in-
sustituible del Poder Judicial previo a la afectación de cualquier 
derecho fundamental. No es asÍ. Será necesaria la previa inter-
vención judicial cuando la Constitución o las Leyes así lo exijan 
(registros domiciliarios, interceptación de comunicaciones). Pero 
la afectación de un derecho fundamental por sí sola no es argu-
mento suficiente para postular como presupuesto imprescindible 
la previa autorización judicial, salvo habilitación legal en sentido 
contrario (que es lo que llega a afirmar en esta sentencia el Tribu-
nal Constitucional). Por eso que una actuación pueda menoscabar 
la intimidad -registro de una maleta o unos papeles- no significa 
que no pueda ser acordada por autoridades diferentes de la juris-
diccional. La jurisdiccionalidad, por contra de lo que se insinúa 
10. Por todas, sentencias del Tribunal Supremo de 9 de mayo de 20010 12 
de diciembre de 2000. La Ley de Seguridad Ciudadana (art. 19.2) sirve de ha-
bilitación legal para este tipo de actuaciones. 
11. Vid. también providencias del Tribunal Constitucional de 26 de no-
viembre de 1990 o 28 de enero de 1991 en cuanto al cacheo, con anterioridad 
a la Ley de Seguridad Ciudadana. 
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en ésta y otras sentencias, solo es exigible en ciertos casos. Estas 
consideraciones llevan de la mano a criticar otra de las afirmacio-
nes de la sentencia: la relativa a la incidencia de la medida acor-
dada -análisis del pelo- en la intimidad del afectado, incidencia 
a la que en el caso concreto el Tribunal Constitucional otorga 
cierta relevancia a efectos de la decisión. Incluso en algún mo-
mento el Tribunal se desliza hacia la consideración de la buena 
fama y el honor del afectado como bienes a tener en considera-
ción: j como si la buena fama del imputado fuese un límite de la 
investigación penal, hasta el punto de prohibirse aquellas diligen-
cias que pudiesen comportar la averiguación de hechos en demé-
rito de su consideración social! Pero esto hace conveniente un 
punto y aparte. 
e) Más que discutible me parece esa consideración del Tribunal 
Constitucional sobre la afectación que sobre la intimidad tienen 
estas medidas lo que evocaría la necesaria jurisdiccionalidad. Al 
menos en cuanto a un enfoque sosegado y correcto del tema. Ave-
riguar en un proceso penal a través de una prueba de ADN si una 
persona consume droga, afecta a la intimidad o al honor exacta-
mente lo mismo que si se averigua ese extremo a través de otros 
tipo de pruebas, como puede ser una testifical. Por tanto no creo 
que añada nada al discurso esa apreciación. Ningún dato singular, 
en relación con otro tipo de medios de investigación, se deriva de 
esa constatación. La afectación de la intimidad no lleva a discutir 
que pueda recibirse declaración a un testigo por la policía como 
medio de averiguación del delito, sin necesidad de previa habilita-
ción judicial, ni de resolución motivada, ni de ningún otro requisi-
to especial. En estos puntos he de insistir: no tienen nada que ver 
con la intervención corporal. La ligazón que se establece con la in-
timidad es falaz a los efectos de exigir requisitos especiales. Pién-
sese en esas preguntas realizadas a un testigo. Podrán ser imperti-
nentes, pero tampoco podrá extremarse la conclusión hasta el 
punto de entender que si el Juez no las impide se esté lesionando 
de forma relevante el derecho fundamental a la intimidad. No creo 
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que esos aspectos añadan nada específico al tema de las interven-
ciones corporales: es un problema del ámbito del informe solicita-
do. Que el análisis no se ciña estrictamente a los aspectos indis-
pensables para la investigación, podrá suponer un menoscabo 
injustificado de la privacidad. Pero eso no anula ni la intervención, 
ni la utilizabilidad de los demás puntos del informe. Por la misma 
razón que si se accede a que un testigo conteste preguntas innece-
sarias para los fines del proceso penal, que pueden suponer, por 
tanto, revelar sin causa suficiente aspectos de la intimidad del 
afectado, esa incorrección que afecta a un derecho fundamental no 
supone que haya que invalidar el conjunto del testimonio. 
f) N o acaban ahí ni los temas dignos de análisis detenido, ni 
los interrogantes. Hay más: ¿puede llevarse a cabo la medida 
usando de la coacción física? Tampoco cabe la respuesta global. 
Dependerá de casos. Hay que discriminar. El Tribunal Constitu-
cionalllegó a insinuar en la sentencia de 15 de febrero de 1989 
antes citada que un examen de la cavidad vaginal impuesto coac-
tivamente, mediante el empleo de la fuerza física, no era acorde 
con el arto 15 de la Constitución que prohíbe los tratos degradan-
tes. Sin embargo, nadie duda de la posibilidad de un cacheo su-
perficial realizado a la fuerza. ¿Quid de otras medidas?: una ex-
tracción sanguínea, corte de cabello, frotis bucal para extraer 
saliva ... Las soluciones en el Derecho Comparado son diversas. 
En unos casos la propia naturaleza de la medida, por exigir la co-
laboración del afectado, impedirá ni siquiera plantearse si se pue-
de emplear la fuerza física (detección de alcohol en sangre me-
diante expulsión de aire en un alcoholímetro). En otros casos, aun 
siendo posible, seguramente puede tildarse de medida envilece-
dora y, por tanto, incompatible con el arto 15 de la Constitución 
ese uso de la fuerza física. Todavía hay otros en que parece impo-
nerse la respuesta afirmativa, aunque no deje de surgir alguna 
duda (toma de huellas dactilares). Y, por fin, otros muchos en que 
aflorarán vacilaciones y pueda argumentarse a favor de una u otra 
tesis (por ejemplo, corte de un pelo). En general creo que en este 
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campo sí puede intuirse que sería exigible una expresa previsión 
legal. Pero también son peligrosas las generalizaciones. 
g) Si el afectado, requerido para ello por la Autoridad compe-
tente (bien el Juez bien la policía en los casos en que se conven-
ga que la medida entra dentro de sus competencias), se niega ro-
tundamente a colaborar, ¿qué consecuencias se derivarán? Tres 
tipos de cuestiones emergen ante ese dilema. 
La primera quedó ya expuesta en el apartado anterior: las du-
das sobre si es aceptable o no el empleo de compulsión física para 
culminar la medida. 
La segunda afecta a la posibilidad de valorar esos hechos 
como un delito de desobediencia: tema difícil que el arto 380 del 
Código Penal ha resuelto exclusivamente para la negativa a so-
meterse a la prueba de alcoholemia, pero no para otros casos. En 
ellos la existencia del arto 380, que, como es bien sabido, goza de 
refrendo del Tribunal Constitucionall2 , puede tanto incluirse en 
un argumentario contrario a la incriminación penal de esos su-
puestos (inclusius unus ... ), como abonar la tesis del delito de des-
obediencia. 
Yun tercer tema: ¿qué valoración probatoria puede darse a esa 
negativa? Aquí entiendo que no hay duda alguna en cuanto a la 
posibilidad de valorar racionalmente esa negativa como un con-
traindicio que en unión de otros elementos puede llevar a la con-
vicción probatoria. En este sentido debe recordarse la recepción 
por nuestro Tribunal Supremo (por ej. Sentencia de 19 de noviem-
bre de 1997) y por nuestro Tribunal Constitucional (sentencia 
202/2000, de 24 de julio) de la jurisprudencia del Tribunal Euro-
peo de Derechos Humanos (asunto MURRAY, sentencia de 8 de 
febrero de 1996). En el ámbito del derecho de filiación esa posi-
bilidad de valoración de la negativa fue reconocida por el Tribu-
nal Constitucional (sentencia de 4 de octubre de 1994) y pasó lue-
12. Sentencia de 2 de octubre de 1997. 
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go a plasmar legislativamente en el arto 767 de la vigente Ley de 
Enjuiciamiento Civil. 
h) En lo atinente a las formas de la intervención, la dignidad 
personal y la prohibición de tratos degradantes pueden imponer 
una serie de condicionantes en el desarrollo de la actuación. En 
las intervenciones que afectan a la incolumidad personal, por 
ejemplo, es exigible la participación de personal sanitario, lo que 
viene impuesto no tanto por la protección de la salud como por 
las exigencias de esa dignidad personal. Es obvio que en una ob-
tención de cabello o corte de uñas no hay afectación posible de la 
salud, pero el respeto a la dignidad exige que sea personal espe-
cializado quien practique la intervención. En un cacheo integral 
(por ejemplo, sentencia del Tribunal Supremo de 9 de mayo de 
2001) será exigible que se realice por una persona del mismo 
sexo, en un lugar reservado y evitando las posturas o situaciones 
degradantes o humillantes. La realización de la medida sin ajus-
tarse a esas exigencias accesorias hace surgir la cuestión de qué 
alcance puede tener una irregularidad en ese punto: ¿convierte 
necesariamente y sin matices en inutilizable la prueba por mor 
del arto 11 de la Ley Orgánica del Poder Judicial? También aquí, 
en mi opinión, se imponen los matices y no necesariamente habrá 
de llegarse a esa drástica conclusión. 
El rico mosaico de posibilidades que resulta de combinar cada 
una de las medidas, con los posibles derechos afectados y con 
cada uno de los interrogantes que se han enunciado pone de ma-
nifiesto de forma bien elocuente la complejidad de los problemas 
que encierra la sencilla rúbrica "Intervenciones corporales en el 
proceso penal". Es un campo bien abonado para generar perpleji-
dad y muy poco propicio para las soluciones simples, claras, ge-
nerales y seguras, como ingenuamente parece sugerir la sentencia 
constitucional comentada. 
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6. ¿QUÉ HA RESUELTO EL REFORMADO ART. 363 DE LA LEY DE 
ENJUICIAMIENTO CRIMINAL? 
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La principal aportación de la reforma radica en proporcionar 
una base legal clara para la obtención en el curso de una investi-
gación penal de muestras biológicas extraídas del propio inculpa-
do con la finalidad de determinar su perfil de ADN. Se da así res-
puesta legal al principal de los problemas que ponía de manifiesto 
la sentencia 207/1996. Con ese respaldo legislativo los Jueces de 
Instrucción pueden acordar ya, sin reparo constitucional, por 
ejemplo, y con la finalidad de identificar el ADN de un imputado 
la medida de corte de cabello que había ordenado la titular del 
Juzgado de Instrucción n° 1 de Roquetas de Mar en el caso que 
dio lugar a la sentencia del Tribunal Constitucional 207/1996, sin 
la espada de Damocles de su posible inconstitucionalidad por au-
sencia de sustento legal. Las exigencias derivadas del principio 
de legalidad procesal estarán plenamente cubiertas tras la refor-
ma. 
Ahora bien, si ya en vigor esa reforma se enfrentase de nuevo 
el Tribunal Constitucional al supuesto que resolvía su sentencia 
207/1996, ¿la hipotética resolución denegaría el amparo? 
En una primera aproximación parece que sí, dejando a un lado 
las consideraciones de segundo orden sobre la proporcionalidad 
de la medida. La razón principal por la que se acogió la petición 
de amparo por vulneración de un . derecho fundamental habría 
desaparecido: existirá ya una previsión legal. 
Sin embargo la cuestión no está tan clara, precisamente por ese 
enfoque un tanto alicorto del legislador, lastrado por el afán de 
dar respuesta a un caso concreto surgido y sin capacidad para re-
montarse y elevarse de la coyuntura a lo más generalizable. Justo 
al revés de la filosofía que inspira la sentencia 207/1996, en una 
curiosa inversión de papeles. El legislador busca con la nueva 
norma sobre todo dar respuesta a un supuesto concreto. El Tribu-
nal, no obstante, parece en esa sentencia querer sentar las orien-
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taciones básicas para una regulación de todas las intervenciones 
corporales. 
El nuevo arto 363.2° se refiere sólo a una finalidad: "obtención 
de muestras biológicas ... indispensables para determinar su perfil 
de ADN". De ahí podría legítimamente deducirse que no es posi-
ble esa intervención corporal si apunta a otro tipo de fines, como 
sucedía en el repetido caso del Juzgado de Instrucción de Roque-
tas de Mar en que el interés se centraba en aclarar si el imputado 
era o no consumidor de determinadas sustancias. Por su especifi-
cidad, por tanto, la reforma puede ser criticable y podría, si se im-
pone un tal tipo de interpretación, generar más problemas que los 
que resuelve. Aunque desde luego, hay que felicitarse por el he-
cho de que una prueba tan básica y tan determinante en muchos 
casos como es la obtención del perfil de ADN haya dejado de en-
contrar para su realización el obstáculo que representaba la au-
sencia de una previsión normativa expresa. 
El precepto incorpora, aunque de forma genérica -segura-
mente no son posibles mayores precisiones en un tema como el 
de la proporcionalidad que se rige por la casuística y la necesi-
dad de confiar en el criterio judicial- los principios de propor-
cionalidad y razonabilidad. También obliga a la motivación. No 
se aporta en este punto demasiado a lo que ya son exigencias re-
queridas jurisprudencialmente, aunque es claro que el precepto 
tenía que referirse a ellas. Sí provoca curiosidad adivinar qué se 
quiere decir con el principio de "razonabilidad" como algo dis-
tinto del principio de proporcionalidad. Sin necesidad de decir-
lo y reiterarlo en cada ocasión es evidente que toda la actuación 
judicial ha de regirse por lo que el legislador llama principio de 
"razonabilidad" como contrapuesto al principio de "irrazonabi-
lidad". Se puede afirmar que ese principio ha de regir también 
toda intervención policial, sin necesidad de una norma que así 
lo proclame. Y también la de todos los poderes públicos. En 
materia penal y en cualquier otra materia como la administrati-
va. Lo que posiblemente no es tan fácil es articular una cons-
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trucción doctrinal sobre el contenido de ese novedoso principio 
procesal. 
Aunque no sea una conclusión que expresamente se derive del 
precepto, puede inferirse de la referencia al principio de propor-
cionalidad que la información a obtener mediante el ADN ha de 
ser exclusivamente la destinada a la identificación, es decir, la de-
nominada "huella genética" -que puede corresponderse con el 
análisis de unos marcadores neutrales dentro del ADN- y no la 
obtención de todo el "mapa genético" . Éste proporcionaría datos 
genéticos de extrema importancia que no coadyuvan a los fines 
del proceso penal y que obviamente afectan a la esfera de la inti-
midad. Por eso, como regla general, la resolución judicial que 
acuerde el análisis del ADN debería contener la limitación de ce-
ñirse a marcadores meramente identificadores, sin alcanzar a nin-
gún otro tipo de información, lo que -como puntualizan Moreno 
Verdejo y Guillén V ázquez-13 es perfectamente posible. Ordina-
riamente los laboratorios que operan en nuestro país funcionan 
con esa autolimitación. Pero, y de nuevo asumo la idea de los au-
tores que se acaban de citar, tal limitación de los laboratorios "no 
puede estar únicamente basada en protocolos científicos, como 
ocurre en la actualidad, sino que debería ser solicitada con esta 
restricción por los tribunales para que no quepan ulteriores alega-
ciones de vulneración de la intimidad" . 
¿Frente a quien puede acordarse la medida? Solo en relación al 
"sospechoso", categoría procesal que pretende escapar de la rigi-
dez del concepto de imputado y que se une a la larga lista de de-
nominaciones que la Ley de Enjuiciamiento Criminal usa para 
designar a la parte pasiva de un proceso penaP4. No es precisa 
pues una imputación con los perfiles que ha ido adquiriendo este 
13. Ob. cit., pp. 49 Y 50. 
14. Otra reciente reforma ha hecho uso de ese término -sospechoso-: así 
figura en el arto 5 del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal tras la reforma de 
mayo de 2003. 
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status procesal. Pero sí la existencia de unos mínimos indicios 
que puedan atribuir la condición de "sospechoso". No puede so-
meterse a cualquiera a esa medida. Tan solo a aquellas personas 
frente a las que exista una cierta base -aunque todavía sea débil-
para considerar verosímil su participación en los hechos que se 
investigan. 
De ahí se deduce que un tercero, un testigo -la víctima, por 
ejemplo- no puede ser sometido de manera obligatoria a ese tipo 
de intervención corporal, aunque la prueba pudiese resultar deci-
siva15 • Cuestión diferente es la forma en que esa negativa, que 
puede ser más o menos justificada, pueda ser utilizada para valo-
rar un testimonio. 
El precepto comienza exigiendo como presupuesto para la 
adopción de la medida que concurran acreditadas razones que lo 
justifiquen. Es la concreción de una de las exigencias del princi-
pio de proporcionalidad: la necesidad de la medida, por ser idó-
nea para la investigación de los hechos delictivos y por no existir 
otros medios menos invasivos mediante los que se puedan obte-
ner idénticos resultados (en sintonía con las reflexiones asumi-
bles que a este respecto se contienen en la sentencia constitucio-
nal que se analiza). 
En este punto debe observarse, y así lo evidencia la práctica 
judicial habitual, que en demasiadas ocasiones la medida pue~e 
revelarse como innecesaria al existir alternativas más inocuas 
desde el punto de vista de los derechos fundamentales. La obten-
ción de muestras biológicas mediante la ocupación de efectos 
personales del sospechoso (ropa interior, un peine) o de objetos 
(una colilla, un cabello que se ha desprendido), método que en 
principio no ofrece demasiadas dificultades, se presenta siempre 
15. En ese sentido 1.1. DUART ALBIOL, "La deficiente regulación de las in-
tervenciones corporales en el proceso penal", en Revista del Poder Judicial, nO 
73 (primer trimestre de 2004), pp. 139 Y ss. comentando ya la legislación refor-
mada. 
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como una alternativa posible. Por eso ante la ausencia de consen-
timiento del afectado, más que la imposición coactiva, el camino 
más factible y fácil sería la recogida de muestras biológicas sin 
necesidad de intervención en el cuerpo. De todas formas, esta re-
alidad no priva de utilidad a la nueva norma que operará como 
una advertencia legal que despojará de argumentos a la defensa 
para negarse al sometimiento a las pruebas erigiéndose así en un 
poderoso mecanismo disuasorio frente a negativas injustificadas 
y dotará de mayor fiabilidad a las muestras obtenidas. Es previsi-
ble que disminuirá sensiblemente la proclividad de un sospecho-
so a negarse, ante la evidencia de una ley que le impone someter-
se a la intervención corporal. 
Precisamente sobre ese punto y constituyéndose en la prueba 
del nueve de que la reforma legal apenas si había solucionado al-
gunos de los problemas implicados, no hace mucho se despertó 
una polémica en el seno de la Sala Segunda del Tribunal Supre-
mo en relación a la necesidad o no de autorización judicial para la 
obtención de esos restos biológicos ya separados de su origen. 
Dedicaré un epígrafe posterior a esta cuestión donde se pone de 
manifiesto como algunas de esas afirmaciones irreflexivas -por 
ejemplo, necesidad de autorización judicial siempre que se afecte 
a un derecho fundamental como principio general- conducen a 
resultados poco coherentes y no compartibles. 
7. LA CUESTIÓN DE LA RECOGIDA DE MUESTRAS BIOLÓGICAS SIN 
AFECTACIÓN CORPORAL 
El arto 363 se refiere a actos de "inspección, reconocimiento o 
intervención corporal" . En mi opinión -si no el precepto atenta-
ría a la lógica procesal16- la palabra corporal califica a los tres 
16. Al principio de "razonabilidad": digámoslo con apoyo en las nuevas y 
originales aportaciones legislativas en materia de principios procesales. 
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sustantivos que la preceden y no sólo a la intervención. Se está 
aludiendo a la inspección corporal, al reconocimiento corporal y 
a la intervención corporal. Otra lectura, gramaticalmente posible, 
llevaría a concluir que la recogida de muestras biológicas fuera 
del propio cuerpo (registro de un lugar para recoger colillas o 
prendas de vestir con restos biológicos) exigiría lo mismo que 
una intervención corporal: una resolución judicial motivada y es-
trictamente ajustada al principio de proporcionalidad. No puede 
ser así. El acopio de esas muestras ya desligadas del cuerpo del 
que procedían -aunque su finalidad sea igualmente la averigua-
ción del ADN- tiene su cobertura en otro precepto: el arto 326 de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que también se vio afectado 
por la reforma al añadirse un párrafo segundo que está pensando 
precisamente en la obtención de esas muestras: 
"Cuando se pusiera de manifiesto la existencia de huellas o 
vestigios cuyo análisis biológico pudiera contribuir al esclareci-
miento del hecho investigado, el Juez de Instrucción adoptará u 
ordenará a la Policía Judicial o al Médico Forense que adopte las 
medidas necesarias para que la recogida, custodia y examen de 
aquellas muestras se verifique en condiciones que garanticen su 
autenticidad, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 282". 
Sin embargo no han estado las cosas tan claras para nuestro 
Tribunal Supremo que ha sostenido la tesis que se rechaza aquí, 
si bien en fechas recientes ha unificado definitivamente las posi-
ciones contradictorias que venían conviviendo en la jurispruden-
cia, decantándose por la que a mi juicio siempre se presentó 
como la única aceptable y lógica. Realicemos una breve síntesis 
de la evolución jurisprudencial. 
Antes de la reforma, la sentencia 1512/2003, de 5 de noviem-
bre admitió la validez de la recogida realizada por la policía de la 
sangre que el procesado echaba por la comisura de la boca, fruto 
de las lesiones causadas en una caída autoprovocada, y que había 
sido limpiada con un algodón. Toda la actuación de los agentes 
-dice la sentencia- consistió en la recogida de algo que ya estaba 
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en el exterior, como en el caso de manchas en una camisa o de 
restos en el suelo. 
La sentencia del Tribunal Supremo 501/2005, de 19 de abril 
volvió a enfrentarse a la cuestión con pretensiones de estableci-
miento de criterios generales y con apartamiento del criterio más 
flexible de sus precedentes. Un agente de la policía -que luego 
testificaría en juicio- recogió con un hisopo los restos (un espu-
to) hallados en la celda que ocupaba el acusado de integración en 
un comando terrorista . La sentencia señala que las normas proce-
sales imponen al juez la obligación de actuar personalmente en la 
recogida de esta clase de muestras, cuando se quiere que el acto 
tenga valor probatorio, salvo que por razones de urgencia pueda 
actuar directamente la policía. Y concluye que no había razón de 
urgencia que permitiera actuar a prevención al funcionario poli-
cial. Hubiese sido precisa una autorización judicial previa. Se 
añade que tampoco se había pedido autorización judicial para or-
denar la prueba de ADN. 
Posteriormente, la sentencia 1311/2005, de 14 de octubre des-
estimó las quejas en un supuesto paralelo: la Policía había recogi-
do un esputo que un detenido lanzó al salir de la celda lo que se 
reputa plenamente legítimo 17 • La sentencia se separa en unos po-
17. "No nos encontramos -dice la sentencia- ante la obtención de muestras 
corporales realizada de forma directa sobre el sospechoso, sino ante una toma 
subrepticia derivada de un acto voluntario de expulsión de materia orgánica re-
alizada por el sujeto objeto de investigación, sin intervención de métodos o 
prácticas incisivas sobre la integridad corporal. En estos casos, no entra en jue-
go la doctrina consolidada de la necesaria intervención judicial para autorizar, 
en determinados casos, una posible intervención banal y no agresiva. La toma 
de muestras para el control, se lleva a cabo por razones de puro azar y a la vis-
ta de un suceso totalmente imprevisible. Los restos de saliva escupidos se con-
vierten así en un objeto procedente del cuerpo del sospechoso pero obtenido de 
forma totalmente inesperada. El único problema que pudiera suscitarse es el re-
lativo a la demostración de que la muestra había sido producida por el acusa-
do, circunstancia que en absoluto se discute por el propio recurrente, que sólo 
denuncia la ausencia de intervención judicial". Y, más adelante, se entra en el 
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cos meses de la ya citada de 19 de abril, en la que se recogía la 
solución diametralmente contradictoria en un supuesto sustan-
cialmente idéntico 18 . 
Con el propósito de unificar esas llamativas divergencias el 
tema se debatió en el Pleno de la Sala.. Segunda dando lugar a un 
Acuerdo no jurisdiccional (31 de enero de 2006) adoptado al am-
paro del art. 264 de la Ley Orgánica del Poder Judicial que sus-
cribe la tesis menos exigente pero a mi juicio más racional: "La 
Policía judicial puede recoger restos genéticos o muestras bioló-
gicas abandonadas por el sospechoso sin necesidad de autoriza-
ción judicial"19. 
debate sobre la afectación de la intimidad resolviéndolo de forma desenfocada 
a mi juicio, tal y como se desprende del texto: "se denuncia la posible afecta-
ción de la intimidad del acusado ya que los perfiles genéticos no solo sirven 
para la identificación de personas sino que pueden almacenar datos relativos a 
la salud que son eminentemente sensibles. No cuestionamos esta alegación que 
admitimos, con carácter general, por su indudable base científica, pero, en el 
caso presente, se obtuvieron solamente para la identificación a través de una 
muestra aleatoria y con fines de investigación de un delito. No consta en las ac-
tuaciones que el proceso posterior de almacenamiento incluya datos más allá 
de los necesarios para las labores de investigación policial. En todo caso, si el 
almacenamiento de datos excesivos e innecesarios perjudica o contraviene la 
normativa de la Ley de Protección de Datos será competencia de la Agencia de 
Protección de Datos investigar el fichero y reducirlo a los términos previstos 
por la ley. Todo ello para nada afecta a la identificación previa realizada con 
criterios adecuados, lo que hace innecesaria la autorización judicial al no supo-
ner invasión corporal alguna. Es más, la Orden de 2 de Septiembre de 2003 del 
Departamento de Interior Vasco, limita su finalidad a las actividades de policía 
científica orientadas a relacionar personas con el espacio físico de la infracción 
penal". 
18. Es el Juez el único llamado a autorizar esa recogida, salvo caso de ur-
gencia, premisa que llega a basarse en el arto 363 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal ya reformado. 
19. El criterio plasmado en el Acuerdo ha sido ya asumido por diversas re-
soluciones posteriores del Tribunal Supremo: sentencias 179/2006, de 4 de fe-
brero o 35512006, de 20 de marzo o Autos 551/2006, de 13 de febrero y 
821/2006, de 8 de marzo. En la primera de las sentencias que se acaban de ci-
tar se razona así: "Es sabido que el ADN útil a efectos forenses resulta ser de 
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8. ALGUNOS TEMAS SIN RESOLVER 
Algo ha aportado la reforma legal y también algunos criterios 
pueden extraerse de la sentencia comentada para proyectarlos con 
ámbito no codificante, es decir, no aparecen en tal analítica ni se descubren en-
fermedades u otros datos sensibles para el individuo. A pesar de ello -insisten 
los recurrentes- en que el análisis limitado al ámbito no codificante incide en 
el derecho a la intimidad por cuanto: -no puede excluirse en un futuro la lectu-
ra de la información genética contenida en las bandas de ADN no codificante-
existe la posibilidad y riesgo de posibles abusos y excesos. 
El motivo protesta exclusivamente por la procedencia y admisibilidad de 
esta prueba en nuestro derecho en razón a los riesgos que ofrece de divulgación 
de informaciones personales sensibles. Los recurrentes no tachan de irregular 
la recogida de muestras, sino la utilización en el proceso por los riesgos futu-
ros de desvelar datos personales sensibles de la persona. 
La garantía de que tales temores carecen de fundamento viene impuesta y 
se halla asegurada por lo siguiente: 1) los propios recurrentes reconocen que en 
materia de investigación policial los análisis se ciñen a desvelar el ADN no co-
dificante con exclusivos fines identificadores, a diferencia de los análisis reali-
zados en el ámbito de la medicina con objetivos investigadores o terapéuticos. 
2) en la Ley Orgánica de Protección de datos de carácter personal, n° 15 de 13 
de diciembre de 1999 se prevé un alto nivel de medidas de seguridad, desarro-
lladas en los reglamentos correspondientes, así como las disposiciones autonó-
micas, concretamente la orden de 2 de septiembre de 2003 del Departamento 
de Interior del País Vasco que regula los ficheros automatizados de datos de ca-
rácter personal, que sucedió a su equivalente normativo (Orden de 16 de mayo 
de 1996, del mismo Departamento). 3) tanto en una disposición como en otra, 
que fue norte y guía de la actuación de la policía autonómica vasca, existen 
preceptos que garantizan que los datos de carácter personal registrados en los 
ficheros automatizados sólo serán utilizados para los fines expresamente pre-
vistos y por personal debidamente autorizado, asegurando en todo caso la con-
fidencialidad,.seguridad e integridad de los mismos mediante la implantación 
de medidas conducentes a hacer efectivas las garantías, obligaciones y dere-
chos reconocidos en la Ley Orgánica 15/1999 de 13 de diciembre. 
En atención a todo lo expuesto resulta que cualquier temor o recelo de un 
potencial ataque al "habeas data" está injustificado ( ... ) Lo que nunca puede ex-
cluirse es que cualquier persona pueda infringir la ley, en cuyo caso estaría su-
jeto a las correspondientes sanciones penales o disciplinarias que fueran perti-
nentes. Pero esa eventualidad en nada afecta a la prueba practicada y a la 
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carácter general a otros supuestos. Pero tanto la sentencia como 
la reforma no dejan de sembrar algunas dudas y al mismo tiempo 
dejan muchas cosas sin resolver. Enunciaré algunas. 
Primeramente todo lo relacionado con el consentimiento del 
afectado y la forma en que puede obtenerse continúa siendo terri-
torio normativo virgen. ¿Puede la policía sin autorización judicial 
realizar intervenciones corporales cuando el afectado se aviene a 
ello? ¿Qué decir del consentimiento obtenido mediante una argu-
cia o engaño ?20 
La sentencia 1261/1994 del Tribunal Supremo se pronuncia-
ba tajantemente a favor de la necesidad de un auto para acordar 
tal medida, so pena de invalidez. A distinta solución, sin embar-
recogida y conservación de las muestras genéticas, que en ningún aspecto ata-
can al derecho fundamental contemplado en el arto 18-1 CE. Sobre la ausencia 
de consentimiento de los acusados, ni la autoridad judicial ni la policial que in-
vestiga a sus órdenes ha de pedir permiso a un ciudadano para cumplir con sus 
obligaciones. Cosa distinta es que el fluido biológico deba obtenerse de su pro-
pio cuerpo o invadiendo otros derechos fundamentales, lo que haría precisa la 
autorización judicial. En el caso de autos una colilla arrojada por los recurren-
tes, se convierte en "res nullius" y por ende accesible a la fuerza policial si 
puede constituir un instrumento de investigación de los delitos". 
20. En la praxis judicial no faltan ejemplos de supuestos problemáticos. La 
sentencia del Tribunal Supremo 1261/1994, de 21 de junio, declara la invalidez 
del consentimiento manifestado por el imputado para la prueba de ADN al es-
timarse que había estado viciado por un engaño. Diferente a mi juicio es el 
caso en que la argucia es empleada no para obtener el consentimiento, sino 
para conseguir la muestra sin necesidad de intervención corporal. Un ejemplo 
clásico, en el ámbito de las pruebas lofoscópicas, consiste en dejar a disposi-
ción del sospechoso un objeto tratado con reactivos que recojan sus huellas. 
Otro ejemplo, ya en materia de ADN: ofrecer un cigarrillo al acusado durante 
el interrogatorio policial, para luego recoger la colilla y obtener de ella el per-
fil de ADN a contrastar con el recogido como inequívocamente procedente del 
autor de unas violaciones. Las sentencias del Tribunal Supremo de 21 de junio 
de 1993,20 de diciembre de 1996, o 3 de marzo de 2000 parecen permitir ese 
tipo de estratagemas o argucias, tesis que, por otra parte, concuerda con algu-
nas declaraciones del Tribunal Europeo de Derechos Humanos: sentencia de 5 
de febrero de 2002 (caso Conka v Bélgica). 
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go, se llegaría en la posterior sentencia también del Tribunal Su-
premo 211/1996 de 7 de marzo. Se concede legitimidad a una 
simple providencia en cuanto la misma solo acordaba la citación 
de los imputados para recabar su consentimiento pero no esta-
blecía la obligatoriedad de la prueba. Los imputados estuvieron 
asesorados de letrado. ¿Sería posible semejante conclusión vi-
gente la actual redacción del arto 363? Parece que no a la vista de 
la exigencia expresa de auto. Ahora bien, creo que tratándose de 
una mera diligencia para constatar la existencia o no de consen-
timiento -que idealmente es diferenciable del mandato expreso 
estableciendo la obligatoriedad de la intervención- cabría argu-
mentar que no habría estrictamente ilicitud de la prueba, sino 
una mera irregularidad. 
En cuanto a la necesidad de asistencia letrada para la presta-
ción del consentimiento puede citarse el Auto del Tribunal Supre-
mo 1248/1997, de 18 de junio, que negó la necesidad de esa asis-
tencia. Nada se deduce de la reforma en este particular. Estimo 
que puede ser trasladable a este ámbito la jurisprudencia recaída 
con motivo de las diligencias de entrada y registro domiciliario a 
tenor de la cual esa presencia será necesaria cuando se trate de 
persona detenida o en prisión y no en los demás casos. 
Por otro lado, en cuanto a la legitimidad de la policía para re-
cabar ese consentimiento o para recoger las muestras ofrecidas 
por el propio sospechoso, la cuestión es dudosa y no queda re-
suelta por la ley. Quizás pudiera reputarse como vía más pruden-
te una solución intermedia en la que la Policía no pueda adoptar 
la iniciativa, pero sí aceptar la procedente del sospechos021 • 
21. MORENO VERDEJO Y GUILLÉN V ÁZQUEZ aportan algunas referencias de 
derecho comparado. Es necesaria siempre resolución judicial en la legislación 
de Noruega Dinamarca, Suecia Islandia, Holanda y Alemania. No así en el Rei-
no Unido donde tal decisión puede ser tomada por la Policía, estableciendo 
como garantía que el funcionario u oficial de policía tenga el rango de superin-
tendente. 
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Otro interrogante que queda sin contestar con la reforma, y éste 
en modo alguno secundario: ¿Es posible la extracción coactiva de 
esas muestras biológicas? El tenor de la norma es muy dudoso. No 
se dice expresamente. Tampoco la sentencia del Tribunal Consti-
tucional analizada permite extraer conclusiones seguras. En su 
anterior sentencia 107/1985 el Tribunal Constitucional llegó a 
afirmar en relación a un análisis de sangre que "nadie puede ser 
coercitivamente compelido, con visfísica, a la verificación de ese 
tipo de análisis". Creo, sin embargo, que tampoco aquí pueden 
establecerse soluciones apriorísticas generales22 • No es lo mismo 
la extracción de sangre, que el examen de la cavidad genital, que 
el corte de cabello o la obtención de saliva. Hubiera sido deseable 
una mayor claridad de la norma23 • 
22. Como la realizada por la sentencia del Tribunal Supremo 107/2003, de 
4 de febrero: "según la opinión mayoritaria de la doctrina, avalada por decisio-
nes del Tribunal Constitucional (STC 29 de noviembre de 1984 y 19 de febre-
ro de 1992) no es admisible la utilización de fuerza física o cualquier otra acti-
tud compulsiva o coactiva sobre la persona, para que ésta se preste a la práctica 
de la prueba, decidida por la autoridad judicial, debiendo respetarse la autono-
mía de la decisión por parte del afectado. N ARV ÁEZ RODRÍGUEZ se pronuncia en 
ese sentido, rechazando la posibilidad de uso de la fuerza física ("La prueba de 
ADN: su nueva normativa procesal" en Jueces para la Democracia (informa-
ción y debate), n° 51 (noviembre de 2004), pp. 72 y ss. 
23. Puede servir de ejemplo de una equilibrada regulación el parágrafo 81 
a) de la Ordenanza Procesal Penal alemana en el que, bajo la rúbrica "Investi-
gación corporal; extracción de sangre", y con base en el arto 2.2 de la Ley Fun-
damental de Bonn, prevé la posibilidad de adoptar las siguientes medidas cau-
telares contra la integridad corporal: 
"(1) Podrá ordenarse la investigación corporal del inculpado para la cons-
tatación de los hechos que fueran de importancia para el proceso. Con esta fi-
nalidad, serán admisibles extracciones de sangre y otras injerencias corporales, 
que serán tomadas por un médico según las reglas del saber médico, sin con-
sentimiento del inculpado, cuando no se temiera ninguna desventaja para su sa-
lud. 
(2) La ordenación corresponderá al Juez, también a la Fiscalía y a sus ayu-
dantes, cuando existiera peligro por el retraso que pudiese perjudicar el éxito 
de la investigación. 
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Dudas, pues, en tomo a la posibilidad del uso de la fuerza físi-
ca. Pero el panorama es diferente en cuanto a las vías alternativas: 
no creo que haya inconveniente en que, una vez dictada la resolu-
ción judicial y ante la negativa del sospechoso a someterse a ella, 
se lleve a cabo la intervención a través de algún tipo de estratage-
ma que permita obtener la muestra, sin el consentimiento del 
afectad024 • También me parece fuera de duda que la negativa in-
justificada a someterse a la prueba puede ser castigada en su caso 
como delito de desobediencia, aunque no ignoro que podrían exis-
tir argumentos contrarios a esa estimación25 • 
Igualmente en mi opinión no debe hacerse cuestión de la posible 
valoración de la negativa como un posible elemento de convicción. 
Este particular, desde luego, no necesita puntualización legislativa 
alguna, por lo que la omisión de toda referencia al mismo en la re-
forma no es nada reprochable. La sentencia del Tribunal Supremo 
107/2003, de 4 de febrero, afirma expresamente ese valor probato-
rio indiciario de la negativa a someterse a la prueba de ADN26. 
Otro punto que se mantiene en la penumbra después de la re-
forma es el de la utilizabilidad del análisis realizado tras la inter-
vención corporal en causas penales distintas de aquella en que se 
(3) Las extracciones de sangre y otras células corporales obtenidas del in-
culpado únicamente podrán tener aplicación en el proceso en que se solicitaron 
o en otra causa pendiente en su contra; deberán destruirse inmediatamente de-
jen de ser necesarias". 
24. Por ejemplo, análisis de sangre realizado en la enfermería de la prisión. 
25. Vid. por ejemplo el párrafo segundo del arto 391 de a Ley de Enjuicia-
miento Criminal que se inspira en unos principios que están en las antípodas de 
esa aseveración. 
26. " ... cuando la negativa a someterse a la prueba del ADN carece de jus-
tificación o explicación suficiente, teniendo en cuenta que se trata de una prue-
ba que no reporta ningún perjuicio físico y que tiene efecto ambivalente, es de-
cir puede ser inculpatorio o totalmente exculpatorio, nada impide valorar 
racional y lógicamente esta actitud procesal como un elemento que, por sí solo, 
no tiene virtualidad probatoria, pero que conectado con el resto de la prueba 
puede reforzar las conclusiones obtenidas por el órgano juzgador". 
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acordó. Aunque el tema está ligado a la necesaria regulación de 
los bancos de datos de ADN, en mi opinión la respuesta ha de ser 
positiva. Y en la jurisprudencia encontramos algún pronuncia-
miento en esa dirección, aunque se trate de un mero obiter dic-
tum: la sentencia del Tribunal Supremo 2461/2001, de 18 de di-
ciembre: "cabría plantearse si el resultado de un análisis de ADN 
obtenido en una causa puede utilizarse en otra contra la misma 
persona aún sin su consentimiento para esta segunda utilización, 
y no habría razones para la respuesta negativa si la obtención fue 
inicialmente respetuosa con los derechos del acusado". 
Finalmente y con mero propósito de enunciado de problemas, 
se abre la cuestión de la utilizabilidad con fines de investigación 
penal de muestras biológicas obtenidas extra muros del proceso. 
Este punto ha sido analizado con profundidad por la sentencia del 
Tribunal Constitucional 25/2005, de 14 de febrero. Pero su con-
tenido es merecedor de un comentario autónomo y ya existen al-
gunos muy atinados27 • 
27. J.M. DE LA ROSA CORTINA, "Análisis practicados con fines clínicos y 
prueba de cargo en la investigación de delitos contra la Seguridad del Tráfico", 
en diario La Ley, año XXVI, n° 6358 (14 de noviembre de 2005). 
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SENTENCIA 207/1996, DE 16 DE DICIEMBRE 
Sala Primera: Rodríguez Bereijo, Gimeno Sendra (ponente), Cruz Villalón, 
Ruiz Vadillo, Jiménez de Parga y Cabrera y García Manzano. 
Fundamentos: 
1. "Se impugna ( ... ) la práctica de una intervención corporal y consiguien-
te diligencia pericial sobre el pelo del hoy recurrente en amparo (a realizar por 
un laboratorio especializado), con objeto de determinar, concretamente, 'si es 
consumidor de cocaína' ( ... ), para lo cual se le requería a que accediera a que 
el Médico Forense procediera a 'cortar(le) cabellos de diferentes partes de la 
cabeza, y la totalidad del vello de las axilas', con el apercibimiento de que su 
negativa podría suponer la comisión de un delito de desobediencia a la autori-
dad judicial". 
"El Qbjeto del presente recurso de amparo consiste, pues, en determinar si 
el requerimiento para soportar una intervención corporal ha podido suponer 
una vulneración de los derechos fundamentales del recurrente a la intimidad 
personal (art. 18.1 CE) Y a la integridad física (art. 15 CE) ( ... ). 
2. 
"( ... ) mediante el derecho a la integridad física lo que se protege es el dere-
cho de la persona a la incolumidad corporal, esto es, su derecho a no sufrir le-
sión o menoscabo en su cuerpo o en su apariencia externa sin su consentimien-
to. El hecho de que la intervención coactiva en el cuerpo pueda suponer un 
malestar (esto es, producir sensaciones de dolor o sufrimiento) o un riesgo o 
daño para la salud supone un plus de afectación, mas no es una condición sine 
qua non para entender que existe una intromisión ( ... ). 
"b) en la segunda clase de actuaciones, las calificadas por la doctrina como 
intervenciones corporales, esto es, en las consistentes en la extracción del 
cuerpo de determinados elementos externos o internos para ser sometidos a in-
forme pericial (análisis de sangre, orina, pelos, uñas, biopsias, etc.) o en su ex-
posición a radiaciones (rayos X, T.A.e., resonancias magnéticas, etc.), con ob-
jeto también de averiguar determinadas circunstancias relativas a la comisión 
del hecho punible o a la participación en él del imputado, el derecho que se 
verá por regla general afectado es el derecho a la integridad física (art. 15 CE), 
en tanto implican una lesión o menoscabo del cuerpo, siquiera sea de su apa-
riencia externa. Y atendiendo al grado de sacrificio que impongan de este de-
recho, las intervenciones corporales podrán ser calificadas como leves o gra-
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ves: leves, cuando, a la vista de todas las circunstancias concurrentes, no sean, 
objetivamente consideradas, susceptibles de poner en peligro el derecho a la 
salud ni de ocasionar sufrimientos a la persona afectada, como por lo general 
ocurrirá en el caso de la extracción de elementos externos del cuerpo (como el 
pelo o uñas) o incluso de algunos internos (como los análisis de sangre), y gra-
ves, en caso contrario (por ejemplo, las punciones lumbares, extracción de lí-
quido cefalorraquídeo, etc.). 
De conformidad con lo anteriormente expuesto, resulta claro que la inter-
vención y diligencia pericial acordada en el caso presente por el Juzgado de 
Instrucción, teniendo en cuenta, primero, su carácter imperativo y contrario a 
la voluntad del interesado (que, aunque inicialmente se ofreció a una pericia 
de este tipo, luego, una vez acordada, mostró de manera reiterada su negativa 
a someterse a ella), y, segundo, que implica una intervención consistente en la 
extracción de cabellos de diversas partes de la cabeza y de la totalidad del pelo 
de las axilas, ha incidido en el ámbito constitucionalmente protegido de su de-
recho fundamental a la integridad física, siquiera sea de una manera leve, pues, 
de acuerdo con la doctrina expuesta, la afectación de este derecho no presupo-
ne necesariamente la existencia de un riesgo o lesión para la salud de la perso-
na. 
Posteriormente habremos de examinar si tal afectación del derecho a la in-
tegridad física se justifica o no desde la razonabilidad y proporcionalidad". 
3. Alega también el recurrente ( oo.) una afectación (y vulneración) de su de-
recho fundamental a la intimidad (art. 18.1 CE), en una doble vertiente: como 
derecho a la intimidad corporal y, desde una perspectiva más amplia, como de-
recho a la intimidad personal. 
A) Por lo que se refiere a la primera de las vertientes indicadas, dicha ale-
gación no puede ser compartida. 
(oo.) si bien la intimidad corporal forma parte del derecho a la intimidad 
personal garantizado por el arto 18.1 CE, 'el ámbito de intimidad corporal 
constitucionalmente protegido no es coextenso con el de la realidad física del 
cuerpo humano, porque no es una entidad física, sino cultural, y determinada, 
en consecuencia, por el criterio dominante en nuestra cultura sobre el recato 
corporal, de tal modo que no pueden entenderse como intromisiones forzadas 
en la intimidad aquellas actuaciones que, por las partes del cuerpo sobre las 
que se operan o por los instrumentos mediante los que se realizan, no consti-
tuyen, según un sano criterio, violación del pudor o del recato de la persona'''. 
"B) En cambio, dicha alegación sí puede ser compartida por lo que respec-
ta a la segunda de las manifestaciones indicadas del derecho a la intimidad. 
En efecto, el derecho a la intimidad personal garantizado por el arto 18.1 
CE tiene un contenido más amplio que el relativo a la intimidad corporal. (oo.) 
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en cuanto derivación de la dignidad de la persona (art. 10.1 CE), implica 'la 
existencia de un ámbito propio y reservado frente a la acción y el conocimien-
to de los demás, necesario, según las pautas de nuestra cultura, para mantener 
una calidad mínima de la vida humana' ( ... )". 
"( ... ) diligencias o actos de prueba, como las intervenciones corporales, 
pueden conllevar asimismo, no ya por el hecho en sí de la intervención (que, 
como hemos visto, lo que determina es la afectación del derecho a la integri-
dad física), sino por razón de su finalidad, es decir, por lo que a través de ellas 
se pretenda averiguar, una intromisión añadida en el ámbito constitucional-
mente protegido del derecho a la intimidad personal. 
Esto es lo que ocurre cuando, como en el caso presente, y a través de un 
análisis del cabello, se pretende averiguar si el imputado en un proceso penal es 
'consumidor de cocaína u otras sustancias tóxicas o estupefacientes, y el tiem-
po desde que lo pudiera ser', puesto que, con independencia de la relevancia 
que ello pueda tener a los fines de la investigación penal, y, por tanto, de su po-
sible justificación ( ... ) no cabe por menos que admitir que una pericia acordada 
en unos términos objetivos y temporales tan amplios supone una intromisión en 
la esfera de la vida privada de la persona, a la que pertenece, sin duda, el hecho 
de haber consumido en algún momento algún género de drogas, conducta que, 
si bien en nuestro ordenamiento es en sí misma impune, ello no obstante, el co-
nocimiento por la sociedad de que un ciudadano es consumidor habitual de dro-
gas provoca un juicio de valor social de reproche que lo hace desmerecer ante 
la comunidad, por lo que la publicidad del resultado pericial afectaría al ámbi-
to constitucionalmente protegido del derecho a la intimidad personal. 
La incidencia en el derecho a la intimidad personal se acentúa en un caso 
como el presente por la condición de guardia civil del imputado al que se or-
dena soportar la intervención y pericia, dado que, si los resultados de la mis-
ma fueran positivos, en el sentido de demostrar su consumo de cocaína u otras 
sustancias tóxicas o estupefacientes, y aunque ello no llegara a tener para él 
consecuencias de orden penal en la causa, sí podría acarrearle eventualmente 
responsabilidades de tipo disciplinario". 
4. "Una vez constatada la afectación por la intervención corporal y consi-
guiente pericia de los derechos fundamentales a la integridad física y a la inti-
midad personal, hemos de concretar ahora si el sacrificio de tales derechos 
fundamentales es susceptible de alcanzar una justificación constitucional ob-
jetiva y razonable. 
A tal efecto, conviene recordar los requisitos que conforman nuestra doc-
trina sobre la proporcionalidad, los cuales pueden resumirse en los siguientes: 
que la medida limitativa del derecho fundamental esté prevista por la Ley, que 
sea adoptada mediante resolución judicial especialmente motivada, y que sea 
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idónea, necesaria y proporcionada en relación con un fin constitucionalmente 
legítimo. A todos ellos hay que sumar otros derivados de la afectación a la in-
tegridad física, como son que la práctica de la intervención sea encomendada 
a personal médico o sanitario, la exigencia de que en ningún caso suponga un 
riesgo para la salud y de que a través de ella no se ocasione un trato inhumano 
o degradante ( ... ). 
5. "( ... ) la defensa del recurrente consideró que, en el caso presente, la in-
tervención corporal tenía un carácter denigrante, por no tratarse de una mera 
inspección, sino de un tonsurado de las axilas y de la cabeza. E insistió en esta 
alegación en el acto de la vista pública, afirmando que la intervención atenta-
ba contra la dignidad humana. 
Mas es evidente que esta alegación carece de fundamento ( ... ). 
6. "No obstante lo anterior, la aplicación de la doctrina expuesta en los an-
teriores fundamentos ha de conducir en el presente caso a la estimación de la 
demanda de amparo: 
A) En primer término, los preceptos de la Ley de Enjuiciamiento Crimi-
nal en que se fundamentan las resoluciones impugnadas para ordenar la inter-
vención corporal del recurrente (en concreto, el arto 339 en relación con el arto 
311), no prestan a esta concreta medida restrictiva de los derechos a la intimi-
dad y a la integridad física la cobertura legal requerida por nuestra doctrina 
para todo acto limitativo de los derechos fundamentales ( ... )". 
"B) Tampoco podemos estimar, en segundo término, que la medida de in-
tervención corporal acordada por las resoluciones judiciales impugnadas en 
amparo se atenga a la exigencia de 'necesidad' requerida por la regla constitu-
cional de proporcionalidad de los sacrificios, que debe presidir la adopción de 
medidas limitativas de derechos fundamentales. 
( ... ) una medida de instrucción penal restrictiva de los derechos fundamen-
tales habrá de reputarse necesaria cuando de su resultado pueda depender el 
ejercicio del ius puniendi, lo que tan sólo acontecerá cuando su puesta en prác-
tica permita acreditar, desde un punto de vista objetivo, la existencia de alguno 
o algunos de los hechos constitutivos del tipo delictivo objeto de investigación 
y, desde el subjetivo, la participación del imputado en los mismos". 
"( ... ) el resultado a obtener de llevarse a la práctica la intervención corpo-
ral cuestionada -el de acreditar si el recurrente en amparo ha consumido o no 
cocaína o alguna otra droga- no sería suficiente por sí solo, ni para sostener su 
falta de participación en los hechos que se le imputan, ni para fundamentar en 
su día una sentencia condenatoria por los delitos de prevaricación y cohecho 
por los que ha sido procesado. 
( ... ) un acto instructorio que limite un derecho fundamental no puede es-
tar dirigido exclusivamente a obtener meros indicios o sospechas de crimina-
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lidad, sino a preconstituir la prueba de los hechos que integran el objeto del pro-
ceso penal". ' 
"( ... ) es evidente que las resoluciones impugnadas, tanto al ordenar que el 
informe pericial se remonte a 'el tiempo desde que (el recurrente) lo pudiera 
ser (consumidor)' -lo que, en puridad, abarca toda su vida-, como al requerir 
que dicho informe comprenda el consumo 'de cocaína u otras sustancias tóxi-
cas o estupefacientes' -y no sóÍo el de cocaína, que es la única sustancia que 
se sospecha pudo haber recibido como dádiva en el delito de cohecho que le es 
imputado-, incurren en una notoria desproporción entre el alcance que otorgan 
a la medida de intervención corporal y los resultados que se pretenden obtener 
con su adopción, razón por la cual dicha medida se revela, en este punto, lesi-
va del derecho a la intimidad ( ... ). 
Fallo: 
Estimar el presente recurso de amparo ( ... ) y, en consecuencia: 
1. Declarar los derechos del recurrente a la integridad física (art. 15 CE) Y 
a la intimidad personal (art. 18.1. CE). 
2. Restablecer los derechos vulnerados mediante la anulación del Auto del 
Juzgado de Instrucción núm. 1 de Roquetas de Mar (Almería), de 9 de febrero 
de 1996, y, en consecuencia, también de los del mismo Juzgado y la Sección 
Primera de la Audiencia Provincial de Almería, de 20 de febrero y 28 de mar-
zo de 1996, respectivamente, que vinieron a confirmarlo en vía de recurso, y 
reconocer el derecho del recurrente a no someterse a la intervención corporal 
objeto del presente recurso de amparo. 
